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AISLAMIENTO DE LOS EXTRADITADOS COLOMBIANOS vs. TORTURA.  
UNA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
 
       Por: 
RAUL JAIRO DUQUE MEJIA 
YOMAIRA REYES URREGO 
ANA MARIA RUIZ OCAMPO 
ROVEIRO MOSQUERA MOSQUERA 
 
RESUMEN 
 
islamiento de los extraditados colombianos como tortura y como 
violación de los derechos fundamentales pretende dar a conocer y 
establecer la responsabilidad del Estado frente a la verdadera 
situación de los presos colombianos en los EE.UU, que como 
extraditados son sometidos al aislamiento, lo cual se considera como 
una manifestación de tortura y trato degraradante refutado por los organismos 
Internacionales y las Convenciones de Derechos Humanos y la misma 
jurisprudencia nacional, con la realización de el presente escrito se trata de 
proponer que se revise la legislación frente al tratado de Extradición respecto de 
las consecuentes garantías de los presos colombianos en ese país, ya que esté 
donde esté a todo ser humano se le deben respetar y proteger sus derechos 
fundamentales. 
 
De acuerdo con los argumentos anteriores, se tiene como objetivo general 
determinar si las condiciones de aislamiento como primera medida aplicado a los 
extraditados colombiano configuran una forma de tortura y de violación de los 
derechos fundamentales, para ello se manejarán objetivos que conlleven a su 
comprensión como son el de estudiar el aislamiento al cual es sometido el 
A 
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extraditado frente a los tratados internacionales, acuerdos y constitución política, 
analizar si la estigmatización del extraditado colombiano conlleva a la tortura y 
determinar si el gobierno colombiano ejerce medidas de control en los 
procedimientos aplicados para los extraditados colombianos. 
 
PALABRAS CLAVE: Extradición, Aislamiento, Tortura, Derechos, Fundamentales, 
Humanos, Estados, Garantías, Degradantes, Constitución, Tratados 
Internacionales. 
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ISOLATION OF THE COLOMBIAN EXTRADITED ONES VERSUS. TORTURE.  
A VIOLATION OF THE FUNDAMENTAL RIGHTS 
 
ABSTRACT 
 
solation of the Colombian extradited ones as it tortures and as violation of 
the fundamental rights tries to present and to establish the responsibility of 
the State against the true situation of the Colombian prisoners in the 
EE.UU, that as extradited are put under the isolation, which considers as a 
manifestation of torture and degraradante treatment refuted by the 
International organisms and the Conventions of Human rights, with the 
accomplishment of the present writing one is to propose that the legislation in front 
of the treaty of Extradition and its consequent guarantees of the Colombian 
prisoners in that country is reviewed, since is where it is to all human being are due 
to respect and to protect his fundamental rights to him.  
 
In agreement with the previous arguments, it must like general mission determine if 
the conditions of isolation as first measurement applied to the extradited ones 
Colombian forms a form of torture and violation of the fundamental rights, for it 
objectives will be handled that entail to their understanding as they are the one to 
study the isolation which it is put under the extradited one in front of international 
treaties, agreements and political constitution, to analyze if the stigmatisation of the 
Colombian extradited one entails to the torture and to determine if the Colombian 
government exerts measures of control in the procedures applied for the 
Colombian extradited ones. 
 
KEY WORDS: Extradition, Isolation, Torture, Rights, Fundamental, Human, States, 
Guarantees, Degrading, International Constitution, Treaties. 
 
I 
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AISLAMIENTO DE LOS EXTRADITADOS COLOMBIANOS vs. TORTURA.  
UNA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
 
5. INTRODUCCIÓN 
 
Cuando se trata un tema donde se toca el asunto de la reclusión del colombiano 
extraditado hacia los Estados Unidos en un “calabozo” como primera medida, es 
necesario precisar que este tratamiento es generado por la estigmatización del 
delito aunado a la nacionalidad, el desconocimiento de la ley y del idioma más la 
falta de control del gobierno colombiano, lo que ha generado como consecuencia 
en la persona determinadas condiciones del aislamiento, que han llevado a el trato 
inhumano, el daño sicológico y fisco, la aceptación de culpas, que han configurado 
alguna forma de tortura.  
 
En el desarrollo del tema se manifiesta la necesidad, por la experiencia 
profesional, de dar a conocer y establecer la responsabilidad de Estado de la 
verdadera situación de los presos colombianos en los EE.UU, una vez llegan 
como extraditados y son sometidos al aislamiento, lo cual es considerado como 
una forma de tortura, hasta tanto decida declararse culpables, ya que lo que se 
busca con este tratamiento es eso, su autoinculpación. Fenómeno este que se 
viene presentando reiteradamente y que de alguna forma es considerada una 
forma de tortura y por lo tanto presenciamos claramente el abandono de estos 
ciudadanos por el gobierno Colombiano; es por eso que con la realización de el 
presente escrito se trata de proponer que se revise la legislación frente al tratado 
de Extradición en lo que tiene que ver con las consecuentes garantías de los 
presos colombianos en ese país, ya que esté donde esté a todo ser humano se le 
deben respetar y proteger sus derechos fundamentales. 
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De acuerdo con los argumentos anteriores, se tiene como objetivo general 
determinar si las condiciones de aislamiento como primera medida aplicado a los 
extraditados colombiano configuran una forma de tortura y de violación de los 
derechos fundamentales, para ello se manejarán otros objetivos que conlleven a 
su comprensión como son el de estudiar el aislamiento al cual es sometido el 
extraditado frente a los tratados internacionales, acuerdos y constitución política, 
analizar si la estigmatización del extraditado colombiano conlleva a la tortura y 
determinar si el gobierno colombiano ejerce medidas de control en los 
procedimientos aplicados para los extraditados colombianos. 
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6. AISLAMIENTO DE LOS EXTRADITADOS COLOMBIANOS vs. TORTURA.  
UNA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
Para dar inicio al tema del aislamiento de los extraditados colombianos vs la 
tortura, como violación a los derechos fundamentales, es necesario tener clara la 
definición y principales conceptos sobre la tortura, teniendo en cuenta que Durante 
la Edad Media la tortura era una práctica que, sin la menor autenticidad, era la 
forma más socorrida de indagar un supuesto delito. Pero a finales del siglo XVIII, 
tras la Revolución Francesa de 1789, este bochornoso ejercicio comenzó a ser 
considerado como la antítesis de los derechos humanos. 
 
Sin embargo, a pesar de que en Europa era completamente ilegal, la tortura siguió 
siendo usada y persiste hasta nuestros días en forma alarmante, puesto que sus 
perpetradores, además de cumplir con la siniestra tarea de obtener una verdad a 
modo, encontraron en este método diversos beneficios, tales como la rentabilidad 
económica de su ejercicio, su no ejercicio y su encubrimiento, entre otras cosas. 
 
En este sentido, Herbert Radtke, miembro honorario del Consejo alemán de 
Amnistía Internacional, en un ensayo sobre la práctica de la tortura, señaló que “el 
principal objetivo de los torturadores es provocar un clima de terror; y que obtener 
información es sólo de secundaria importancia, es decir, que de lo que se trata es 
de enviar un claro mensaje a la sociedad. La tortura, entonces, otorga a los 
Estados represores dividendos muy peligrosos, como ocurrió en distintos países 
de América Latina, durante la denominada Guerra Sucia, cuando muchos jóvenes 
eran encontrados muertos con señales de tortura, e incluso se llevaban a cabo 
represalias de esta naturaleza contra familias enteras, lo cual generalizaba el 
terror”. El caso es que, como se ha señalado, la tortura persiste tanto como 
                                                     
 Herbert Radtke, miembro honorario del Consejo alemán de Amnistía Internacional, en un ensayo sobre la 
práctica de la tortura. 
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método de investigación en tiempos de paz, que como método represivo en países 
en conflicto. 
 
Los diversos propósitos de esta práctica nada tienen que ver con la búsqueda de 
la justicia. Ya sea que se utilice como una medida coercitiva para obtener 
confesiones de presuntos infractores de la ley, como una forma de azoramiento 
dirigida a los gobernados o con cualquier otro fin, la práctica de la tortura es 
inaceptable, irrazonable y detestable. Sin embargo, en nuestros días aún se lleva 
a cabo impunemente pese a que distintos instrumentos internacionales firmados o 
ratificados por los Estados prohíben su ejecución. 
 
Por ejemplo, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
adoptada por la Organización de los Estados Americanos (OEA) en diciembre de 
1985, cuyo artículo 2 define a la tortura como un acto realizado intencionalmente 
para someter a una persona a penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines 
de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como 
medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. La misma Convención 
establece, en su artículo 3, que la tortura constituye un delito cuyos responsables 
son los empleados o funcionarios públicos que, actuando con ese carácter, 
ordenen, instiguen o induzcan a su comisión, lo cometan directamente o que, 
pudiendo impedirlo, no lo hagan.  
 
El artículo 1 de la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 9 de diciembre de 1975, 10 años 
antes que la Convención, la define como todo acto por el cual se inflige 
intencionadamente dolor o sufrimiento físico o mental a una persona, por 
instigación de un servidor público, para fines tales como obtener de ella, o de una 
                                                     
 Comisión Colombiana de Juristas y la Corporación para la defensa y promoción de los derechos humanos 
Reiniciar. Bogotá, 26 de mayo de 2009. 
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tercera persona, determinada información o confesión, castigarla por un acto que 
ha cometido, intimidarla a ella o a otras personas. El artículo 2 de este documento 
establece que todo acto de esta naturaleza constituye una ofensa a la dignidad 
humana y que será condenada como una violación a los propósitos de la Carta de 
las Naciones Unidas y de los derechos humanos y libertades fundamentales 
proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
 
En suma, el derecho internacional obliga a los Estados a investigar con prontitud e 
imparcialidad todo incidente de tortura que se le notifique. Cuando la información 
existente lo exija, el Estado en cuyo territorio haya una persona que 
presuntamente hubiere cometido o participado en la tortura deberá, en su caso, 
extraditar al presunto autor a otro Estado que tenga jurisdicción competente o 
someter el asunto a sus propias autoridades competentes con el fin de procesar al 
autor de acuerdo con el derecho penal nacional o local. Los principios 
fundamentales de toda investigación viable sobre incidentes de tortura son la 
competencia, la imparcialidad, la independencia, la prontitud y la minuciosidad. 
Estos elementos pueden adaptarse a cualquier sistema jurídico y deben orientar 
todas las investigaciones de presuntas torturas. 
 
Así mismo, en cuanto a los principios, concepto y el fundamento que de la 
extradición hacen algunos tratadistas, teniendo que la extradición (del latín ex, 
fuera de, y traditio-onis) es el acto formal y solemne mediante el cual el estado 
requerido hace entrega al estado requirente de una persona refugiada en su 
territorio, a la cual reclama por estar sindicada, procesada o condenada de un 
delito del orden común cometido en el territorio del estado requirente, con el 
objeto. de ser sometida a juicio conforme a las leyes del estado requirente o para 
la ejecución de una sentencia condenatoria. 
 
Para el finado jurista alemán L. OPPENHEIM, "la extradición consiste en la 
entrega de un acusado o convicto al Estado en cuyo territorio se le acusa de haber 
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cometido o ha sido declarado reo de un delito por el Estado en cuyo territorio se 
encuentra de momento el presunto delincuente"* 
 
El Art. 102 del Estatuto de la Corte Penal Internacional define la extradición como 
"la entrega de una persona por un Estado a otro Estado de conformidad con lo 
dispuesto en un tratado o convención o en el derecho interno". Y por "entrega" se 
entiende "la entrega de una persona por un Estado a la Corte de conformidad con 
lo dispuesto en el presente Estatuto"* 
 
COMBACAU concibe la extradición como "el instrumento jurídico por el cual un 
Estado, sobre cuyo territorio se halla un individuo, lo entrega a otro con el fin de 
juzgarlo o de hacerle ejecutar su pena"*. 
 
MANZINI, por su parte, sostiene que "el instituto de la extradición es aquel 
particular ordenamiento político jurídico según el cual un Estado provee a la 
entrega de un individuo, imputado o condenado, que se encuentra en su territorio, 
a otro Estado que quiere proceder penalmente contra el individuo mismo o 
someterlo a la ejecución de una condena penal ya irrevocablemente 
pronunciada"*. 
 
Y LUIS JIMÉNEZ DE ASÚA entendió la extradición como "la entrega del acusado 
o del condenado, para juzgarle o ejecutar la pena, mediante petición del Estado en 
donde el delito se perpetró, hecha a aquel país en que buscó refugio"*. 
 
Con anterioridad, autores como JULIO DIENA estimaron en su momento que la 
extradición es "el acto más importante que los Estados civilizados realizan para 
prestarse mutua ayuda en la administración de justicia penal", y la definió como "el 
procedimiento mediante el cual un Estado entrega a otro que obtiene o acepta 
dicha entrega a un individuo que se encuentra en su territorio y está acusado de 
un determinado delito o que fue ya condenado por él, a fin de juzgarlo o hacerle 
                                                     
*
 Tratado de derecho internacional público, Barcelona, Bosch, 1961, Tomo I, Vol. II, paz, págs. 268-276. 
 
*
 Ver atrás la nota No. 8. 
 
*
 Droit international public, París, Montchrestian, 1995, pág. 365. 
 
*
 VINCENZO MANZINI: Tratado de derecho penal, Buenos Aires, Ediar,1948, pág. 78. 
 
*
 La ley y el delito, México, D.F., Porrúa, 1954, pág. 56. 
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cumplir una pena ya pronunciada contra él mismo"*. 
 
La Corte Constitucional de Colombia, en su sentencia No. 1106/2000*, sostiene, 
que "el fundamento de esta figura ha sido la cooperación internacional con el fin 
de impedir que una persona que ha cometido un delito en el exterior burle la 
acción de la justicia, refugiándose en un país distinto de aquél en el que se 
cometió el delito. En efecto, una de las causas que ha dado origen al nacimiento 
de esta figura de cooperación internacional, ha sido el interés de los Estados en 
lograr que los delitos cometidos en su territorio ya sea total o parcialmente, no 
queden en la impunidad. De ahí que esta figura haya sido objeto de tratados o 
convenciones internacionales de naturaleza bilateral o multilateral". 
Agrega: 
 
"Igualmente, la extradición supone un procedimiento interno en la legislación penal 
de los países en los cuales es admitida, de tal forma que permita la verificación de 
los requisitos y condiciones, que además de los Tratados y del Derecho 
Internacional Humanitario, permita garantizar los derechos de las personas que a 
ella se encuentren sometidos, bien sea por el requerimiento de un Estado 
extranjera (extradición activa), ya por el ofrecimiento del Estado en donde se 
encuentra el infractor (extradición pasiva)". 
 
JESÚS RAMÍREZ CARDONA concluye que "doble interés jurídico mueve al 
Estado donde se cometió el delito: el interés de que no se sustraiga al castigo 
quien cometió un delito en su territorio y pasó luego a territorio extranjero; y, de 
modo reciproco, el de proveer a la propia seguridad jurídica, librando al territorio 
propio de la presencia de un reo no castigado. Por eso BECCARIA dijo: la 
seguridad de no encontrar ningún lugar en la tierra donde el delito pueda 
permanecer impune sería el medio más eficaz de prevenirlo'; pero no sobre el 
fundamento de la prevención del delito, sino sobre el fundamento del deber que 
las naciones tienen de hacer que el derecho reine, se halla colocada la institución 
                                                     
*
 Derecho Internacional, Barcelona, Bosch, 4a. ed., traducción del italiano al español, 1945. 
 
*
 Exp. D-2859. Magistrado ponente: ALFREDO BELTRÁN SIERRA. 
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del auxilio recíproco de los diversos Estados entre sí para el castigo de los 
delincuentes"* 
 
Para este autor el fundamento esencial de la extradición es la preservación de la 
soberanía del Estado donde se cometió el delito, una de cuyas manifestaciones 
esenciales es el ejercicio de su jurisdicción sobre las personas y, por ende, la 
aplicación de su jus puniendi. 
 
Sin embargo, ese fundamento entra en contradicción con otra manifestación de la 
soberanía de los Estados, cual es la jurisdicción que ellos ejercen sobre sus 
propios nacionales (jurisdicción territorial), incluso por actos delictivos cometidos 
en otros Estados (jurisdicción extraterritorial). Por esto es que la práctica universal 
de la extradición es para extranjeros y no para nacionales, sin perjuicio del 
derecho soberano de los Estados de aplicar el principio universal de aut dedere, 
autjudicare. 
 
Por lo tanto se debe tener en cuenta que si se quiere preservar la seguridad 
jurídica, el Estado debe aplicar su jus puniendi al reo, en vez de extraditarlo, 
especialmente si hay dudas acerca del lugar donde cometió el hecho delictivo. No 
es muy ortodoxo que un Estado opte por la vía fácil de renunciar a su jurisdicción 
para que otro la ejerza. 
 
Es necesario tener en cuenta como premisa para argumentar que existen 
controversias en cuanto al tratado de extradición no solo por los mismos 
extraditados, de sus familias o defensores, sino de las misma Corte Suprema de 
Justicia colombiana, precisando que de acuerdo a la “Investigación de usos y 
abusos de la extradición de la organización Ideas Paz” Colombia extradita a 
                                                     
*
 La ley penal colombiana ante el Derecho Internacional, Medellín, Bedout, 1966, pág. 115. 
 

Investigación usos y abusos de la extradición. 
http://www.ideaspaz.org/secciones/publicaciones/policy_brief/Policy_Brief_5_es.pdf 
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criminales sospechosos mucho más que cualquier otro país en el mundo. En 
promedio Colombia envía cerca de 200 personas por año a enfrentar cargos de 
tráfico de drogas en el extranjero, la mayoría de ellos a los Estados Unidos. Las 
extradiciones han convertido a Colombia en un símbolo de la cooperación judicial 
con los Estados Unidos, y contribuyen a que Colombia sea uno de los principales 
receptores de ayuda norteamericana en el hemisferio, recibiendo cerca de 600 
millones de dólares anuales. Sin embargo, las extradiciones también han causado 
tensiones políticas, sufrimiento humano y pueden incluso haber contribuido a las 
dificultades que se están presentando en el proceso de paz y reconciliación entre 
el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). 
 
La Corte Suprema de Colombia reconoció esto y ha rechazado varias solicitudes 
de extradición de parte de los EE.UU. en los últimos meses. Los argumentos de 
los jueces han provocado críticas severas por parte de los Ejecutivos de Colombia 
y de los Estados Unidos. Estos argumentos se han centrado en el lugar donde 
ocurrieron los hechos delictivos. Por ejemplo, el Gobierno de Estados Unidos 
envió una nota diplomática a Colombia como acto de protesta por la decisión de la 
Corte de negar la solicitud de extradición de un comandante de la guerrilla en 
febrero de 2009. Desde entonces se han llevado a cabo reuniones de alto nivel 
para solucionar las dificultades, pero la Corte Suprema se ha mantenido firme, e 
incluso, pocos meses después de que el Tribunal hubiera aprobado la extradición 
de varios jefes paramilitares a los EE.UU., a través de la Sentencia 30451 de 
2009, rechazó la solicitud de extradición de Luis Edgar Medina Flórez, ex jefe 
paramilitar, sobre la base de que se estaría violando una ley creada para facilitar 
un proceso de paz con los paramilitares de las AUC. 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta un breve recorrido de los antecedentes de la 
extradición, se puede afirmar que la extradición, que en los siglos XIX y XX fue 
utilizada por los Estados a través de tratados internacionales para evitar la 
impunidad de delincuentes que huían del territorio donde cometieron sus 
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fechorías, los Estados Unidos de América la han convertido en instrumento de 
terror para que otros Estados, como Colombia, le entreguen a sus propios hijos 
para que se consume la vendetta. Aunque el Tratado de extradición entre 
Colombia y los Estados Unidos de América de 1979 está vigente, pues ninguno de 
los dos países lo ha denunciado, el gobierno colombiano está violando el Art. 35 
vigente de la Constitución Política* al extraditar a los colombianos por nacimiento 
reclamados en extradición por el gobierno de aquella nación, con base en el 
Código de Procedimiento Penal que, por ser posterior a la promulgación de la 
Carta de 1991, fue expedido para la extradición de extranjeros en ausencia de 
tratado. 
 
Colombia es uno de los pocos países en el mundo donde el trámite de la ex-
tradición no es judicial stricto sensu, sino político. Esto ha permitido, a partir de 
1999, cuando se reanudó la entrega de nacionales al gobierno del Tío Sam, la 
confabulación entre la embajada de los Estados Unidos de América, el gobierno 
nacional y la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia para concertar la remesa 
de centenares de colombianos por nacimiento, sin respeto alguno a sus derechos 
fundamentales, con el derecho de defensa a la cabeza. La persona reclamada no 
tiene ninguna posibilidad de defensa. El trámite ante la Corte Suprema de Justicia, 
como se examinará en estas páginas, es una farsa. El trámite de extradición, que 
culmina con la resolución ejecutiva, es meramente una decisión presidencial de 
"conveniencia nacional" en retribución del "Plan Colombia". 
 
En estas páginas, por tanto, se insiste en la necesidad de que el Congreso de la 
República, en virtud de la facultad para reglamentar el Art. 35 de la Carta, apruebe 
una ley que establezca el trámite judicial de la extradición pasiva, en vez del 
político o "mixto" y que los connacionales no sean tratados con procedimientos 
inadecuados como el del aislamiento al que son sometidos para que se declaren 
                                                     
*
 La extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo con los tratados públicos y, en su defecto, 
con la ley. 
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culpables, lo cual es un trato de tortura física y psicológica que se manifiesta 
cuando un extraditado llega a las cárceles de Estados Unidos y de inmediato se le 
aísla para que con la presión se declare culpable y así evitar los trámites del 
proceso.  
 
Teniendo en cuenta la apreciación anterior, se hace prudente tener en cuenta los 
principio sobre garantía mínimas y restricciones para el tratamiento de 
extraditados y mencionar que  el XVI Congreso Internacional de Derecho Penal 
que, convocado por la Asociación Internacional de Derecho Penal (AIDP), se llevó 
a cabo en Budapest, Hungría, del 5 al 11 de septiembre de 1999, adoptó en 
asamblea general la siguiente resolución sobre las garantías mínimas de la 
extradición*: 
 
"2. En procedimientos de extradición y de auxilio mutuo que aparejan la aplicación 
de medidas coercitivas en el Estado requerido, los individuos en tales 
procedimientos deberían disfrutar de los siguientes derechos mínimos: 
 
"-- Derecho a ser informado de las acusaciones y de las medidas solicitadas, 
excepto si suministrar esa información pudiera frustrar las medidas solicitadas. 
 
"-- Derecho a ser oído sobre los argumentos alegados en contra de las medidas 
de cooperación internacional. 
 
"-- Derecho a la asistencia jurídica, y a que ésta sea gratuita sí no se tienen 
medios suficientes para pagar a un abogado propio, así como el derecho a la 
asistencia gratuita de un intérprete si no puede entender o hablar el idioma 
empleado ante el tribunal. 
 
"-- Derecho a un proceso expedito. 
 
-- En caso de detención con fines de extradición, el individuo sometido a este 
procedimiento debería tener los mismos derechos que cualquier otra persona 
privada de su libertad en un caso penal interno. 
 
"No debería concederse la extradición sí el Estado requerido tiene razones 
                                                     
*
 PEDRO PABLO CAMARGO: El Derecho Penal y el "crimen organizado" en Revista de Derecho Penal No. 
18 (abril-mayo, 2000), Bogotá, Editorial Leyer, págs. 51- 62. 
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suficientes para pensar que la solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o 
castigar a una persona por causa de su raza, religión, nacionalidad u opinión 
política, o sí los derechos o intereses de esa persona pueden verse perjudicados 
por cualquiera de estas razones". 
 
Por lo general, los tratados bilaterales* o multilaterales*, así como las leyes 
internas que regulan la extradición, contienen garantías mínimas para la persona 
que va a ser extraditada. 
 
La Corte Europea de Derechos Humanos ha admitido que un caso de extradición* 
puede crear un problema en cuanto al Art. 3o. de la Convención Europea para la 
protección de los derechos humanos y libertades fundamentales, de 1950, que 
establece que "Nadie podrá ser sometido a torturas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes"*  
 
Según la Corte, el hecho de que exista un riesgo real de ser sometido a tortura o a 
tratos crueles, inhumanos y degradantes en el Estado requirente, compromete la 
responsabilidad del Estado requerido por exponer a una persona a esos tratos, 
entregándola, mediante extradición, a un Estado que practica o tolera la tortura y 
                                                     
*
 Por ejemplo, el mismo Tratado de extradición entre Colombia y los Estados Unidos de América, de 1979, 
prevé, entre otras garantías, que la extradición no procederá por delitos políticos y militares; cuando se dé el 
non bis in Ídem; cuando estén prescritas la acción penal y la pena o cuando el delito por el que se solicita la 
extradición sea punible con la pena de muerte, etc. 
 
*
 La Convención interamericana de extradición, suscrita en Montevideo, el 26 de diciembre de 1933 (Ley 74 
de 1935), establece que el Estado requerido no estará obligado a conceder la extradición: a) Cuando estén 
prescritas la acción penal o la pena, según las leyes del Estado requirente y del requerido con anterioridad a la 
detención del individuo inculpado; b) Cuando el individuo inculpado haya cumplido su condena en el país del 
delito o cuando haya sido amnistiado o indultado; c) cuando el individuo inculpado haya sido o esté siendo 
juzgado en el Estado requerido por el hecho de que se le imputa y en el cual se funda el pedido de extradición; 
d) cuando el individuo inculpado hubiere de comparecer ante tribunal o juzgado de excepción del Estado 
requirente, no considerándose así a los tribunales del fuero militar; e) cuando se trate de delito político o de 
los que son conexos. No se reputará delito político el atentado contra la persona de Jefe de Estado o de sus 
familiares; f) cuando se trate de delitos puramente militares o contra la religión (Art. 3o.). El Art. 4o. dispone 
que la apreciación del carácter de las excepciones a que se refiere el Art. 3o. corresponde exclusivamente al 
Estado requerido. 
*
 Sentencia Soering del 7 de julio de 1989, Serie A No. 161 E, y sentencia Cruz Varas del 20 de marzo de 
1991, Serie A No. 201. 
 
*
 PEDRO PABLO CAMARGO: Manual de derechos humanos, Bogotá, Editorial Leyer, 1995. 
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los tratos crueles, inhumanos o degradantes lo que se refleja en el aislamiento a 
que son sometidos los colombianos extraditados en las cárceles de estados 
Unidos. 
 
Igualmente, el Art. 33 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, del 
28 de julio de 1951, dispone:.  
 
“Ningún Estado contratante causa de su raza, religión, nacionalidad, 
pertenencia a determinado grupo social, o de sus opiniones 
políticas".podrá, por expulsión o devolución, poner en modo alguno a 
un refugiado en las fronteras de territorios donde su vida o su libertad 
peligre por  
 
Aunque el precepto no incluye el término extradición, es obvio que en tales 
condiciones un refugiado no puede ser extraditado al Estado que lo persiguió. 
 
También la Convención americana sobre derechos humanos, de 1969*, en su Art. 
22, numeral 8, señala que "en ningún caso el extranjero puede ser expulsado o 
devuelto a otro país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad 
personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, 
condición social o de sus opiniones políticas". 
 
La Corte Constitucional, en su sentencia No. C-543/98, con ponencia del 
magistrado CARLOS GAVIRIA. DÍAZ*, declaró exequible el Acto Legislativo No. 1 
de 1997 por los vicios de forma dirigidos contra la totalidad del mismo. Igualmente 
declaró exequible el inciso final del nuevo Art. 35: "No procederá la extradición 
cuando se trate de hechos cometidos con anterioridad a la promulgación de la 
                                                     
*
 Ley 16 de 1972. PEDRO PABLO CAMARGO: Derechos humanos y democracia en América Latina 
(análisis critico), Bogotá, Editorial Leyer, 1996. 
 
*
 Expedientes Nos. D-1942, D-1948 y D-1957 (acumulados). Demandantes: KARIN IRINA KUHFELDT 
SALAZAR, Secretaria Jurídica de la Presidencia de la República y los senadores CLAUDIA BLUM DE 
BARBERI y LUIS GUILLERMO GIRALDO HURTADO. 
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presente norma"*. Sólo declaró inexequible la expresión "la ley reglamentará la 
materia", por no haber tenido los ocho debates reglamentarios, quedando a salvo 
la facultad del legislador para reglamentar la extradición. 
 
El Estado colombiano, al eliminar de la Constitución Política el derecho 
fundamental de los colombianos por nacimiento a no ser extraditados, violó el Art. 
5o., numeral 2, del Pacto internacional de derechos civiles y políticos de las 
Naciones Unidas, de 1966, el cual establece: "No podrá admitirse restricción o 
menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o 
vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, 
a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor 
grado". 
 
Igualmente, el Estado colombiano quebrantó el literal b) del Art. 29, normas de 
interpretación, de la Convención americana sobre derechos humanos, de 1969:* 
 
"Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el 
sentido de: 
 
"b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o de 
acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados". 
 
Además, el Congreso de la República, mediante el Art. 4o. de la Ley 137 de 1994 
(junio 2), "por la cual se regulan los estados de excepción en Colombia" de 
categoría estatutaria, adicionó el Art. 27 de la Convención americana sobre 
derechos humanos* con el derecho intangible de los colombianos por nacimiento a 
                                                     
*
 La sentencia C-543/98 de la Corte Constitucional se incluye al final como anexo de esta obra por considerar 
ese documento de valor histórico-jurídico. 
 
*
 Ley 16 de 1972. PEDRO PABLO CAMARGO: Derechos humanos y democracia en América Latina, 
Bogotá, Editorial Leyer, 1996. 
 
*
 Art. 27. Suspensión de garantías: "1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 
amenace la independencia o seguridad del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y 
por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan ¡as obligaciones contraídas 
en virtud de esta Convención , siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás 
obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos 
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no ser extraditados. Se trata de una norma supraconstitucional de conformidad 
con el Art. 93 de la Constitución Política que prevalece en el orden interno*. 
 
En una conclusión de mala fe, el denominado Consejo Superior de Política 
Criminal, bajo la batuta del entonces Ministro de Justicia y del Derecho, concluyó: 
"Es claro que la extradición no es ni puede ser un derecho fundamental, al no ser 
consagrado como un derecho humano en ninguno de los tratados vigentes sobre 
la materia". 
 
Puede evidenciarse entonces que con la práctica del aislamiento y el trato 
torturante a que se le somete a los extraditados en Estados Unidos tropieza con el 
numeral 2 del Art. 5o. del Pacto internacional de derechos civiles y políticos de las 
Naciones Unidas: 
 
"No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado parte en virtud de leyes, 
convenios, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto no los 
reconoce o los reconoce en menor grado". 
 
Por lo tanto es necesario precisar que la extradición de nacionales por nacimiento 
no es "un derecho procesal penal", pues tiene estatuto internacional reconocido 
por la mayor parte de las Constituciones que prohíben la entrega de sus 
nacionales. 
 
Los derechos y libertades fundamentales son una preciosa conquista de la 
humanidad. Desde los más remotos tiempos se prohíbe la expatriación o pena de 
destierro. La misma Constitución de Filadelfia, de 1789, establece en la sección 
                                                                                                                                                                 
de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 2. La disposición precedente no autoriza la suspensión 
de los derechos determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica); 4 (derecho a la vida); 5 (derecho a la integridad personal); 6 (prohibición de la esclavitud y 
servidumbre); 9 (principio de legalidad y de retroactividad); 12 (libertad de conciencia y religión); 17 
(protección a la familia); 18 (derecho al nombre); 19 (derecho del niño); 20 (derecho a la nacionalidad), y 23 
(derechos políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos"... 
 
*
 "Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos 
y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y 
deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia". 
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9a. del Art. I: "No se aprobará propuesta de proscripción o de ley ex post facto. 
 
Entonces, si el Constituyente de 1991 optó por darle estatuto de derecho 
fundamental constitucional al derecho de los colombianos por nacimiento a no ser 
extraditados, después de la ola de sangre y horror que produjo la entrega de casi 
una treintena de colombianos a los Estados Unidos de América sin el más mínimo 
respeto a las garantías judiciales mínimas, nadie puede sostener válidamente que 
ese no es un derecho fundamental Aunque el Consejo Superior de Política 
Criminal lanzó esta afirmación temeraria:  
 
"Es claro que la extradición no es ni puede ser un derecho fundamental, al no ser 
consagrado como un derecho humano en ninguno de los tratados vigentes sobre 
la materia"*. 
 
Sólo que el Art. 5o. del Pacto internacional de derechos civiles y políticos de las 
Naciones Unidas se encarga de rectificarlo: 
 
"No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado parte en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto no 
los reconoce o los reconoce en menor grado"*. 
 
Aunque en contraposición de este argumento internacional válido, El derecho 
intangible de los colombianos por nacimiento a no ser extraditados se viola en 
Colombia de manera tajante aún después de que el Congreso de la República 
agrega al derecho fundamental de los colombianos por nacimiento el estatuto de 
intangible, adicionando tanto el Art. 27 de la Convención americana sobre 
derechos humanos, como el Art. 4o. Pacto internacional de derechos civiles y 
políticos, a fin de que tal derecho no pudiera ser desconocido en situaciones de 
                                                     
*
 Pag. 46 del citado documento La extradición como fórmula de cooperación en la época de los 
nacionalismos. 
 
*
 Ley 74 de 1968 
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emergencia. 
 
Por tanto, mediante la Ley 137 de 1994 (junio 2), "por la cual se regulan los 
estados de excepción en Colombia"*, de rango estatutario*, ese derecho recibió el 
estatuto de intangible o sacrosanto, por no poderse suspender o restringir durante 
los estados de excepción. 
 
Su Art. 4o. establece: 
 
"Art. 4o.- Derechos intangibles. De conformidad con el Articulo 27 de la 
Convención americana de derechos humanos, y los demás tratados sobre la 
materia ratificados por Colombia, durante los estados de excepción serán 
intangibles: el derecho a la vida y la integridad personal; el derecho a no ser 
sometido a desaparición forzada; a torturas, ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes; el derecho al reconocimiento de la personalidad 
jurídica; la prohibición de la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres 
humanos, la prohibición de las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación; 
la libertad de conciencia; la libertad de religión; el principio de la legalidad, de 
favorabilidad y de irretroactivídad de la ley penal; el derecho a elegir y ser elegido; 
el derecho a contraer matrimonio y a la protección de la familia; los derechos del 
niño, a la protección por parte de su familia, de la sociedad y del Estado; el 
derecho a no ser condenado a prisión por deudas civiles; el derecho al Hábeas 
Corpus y el derecho de los colombianos por nacimiento a no ser extraditados. 
 
"Tampoco podrán ser suspendidas las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos". 
 
Para corroborar lo antes mencionado es indispensable hacer referencia a las 
principales aspectos y posiciones de las Altas Cortes Colombianas con respecto a 
este tema. 
 
                                                     
*
 Arts. 212 a 215, inclusive, de la Constitución Política. 
 
*
 En los términos del Art. 153 de la Constitución Política, "la aprobación, modificación o derogación de las 
leyes estatutarias exigirá la mayoría absoluta de los miembros del Congreso y deberá efectuarse dentro de una 
sola legislatura. Dicho trámite comprenderá la revisión previa, por parte de la Corte Constitucional, de la 
exequibilidad del proyecto. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defenderla o impugnarla". 
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6.1. PRINCIPALES ASPECTOS DE LA LINEA JURISPRUDENCIAL 
EXTRADICIÓN VS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
 
Para abordar el análisis del problema jurídico que se suscita con el tratamiento 
que se le da al extraditado colombiano en las cárceles de Estados Unidos, es 
preciso recordar las dos líneas jurisprudenciales elaboradas por la Corte 
Constitucional y que tratan sobre los extremos jurídicos en debate: por un lado, la 
naturaleza jurídica de la extradición y sus características y, por otro, los cambios 
que a raíz de la introducción del régimen acusatorio y de la intervención del juez 
de garantías en la verificación de la legalidad en el  proceso penal se produjeron 
en la legislación nacional.  
 
Previo a ello, en todo caso, es necesario tener presente que los artículos 506 y 
509 de la Ley 906 guardan identidad normativa con los artículos 562 y 566 del 
Decreto 2700 de 1991 tal como se evidencia a continuación. 
 
Ley 906 de 2004  Decreto 2700 de 1991 
 
ARTÍCULO 506. ENTREGA DEL 
EXTRADITADO. Si la extradición fuere 
concedida, el Fiscal General de la 
Nación ordenará la captura del 
procesado si no estuviere privado de la 
libertad, y lo entregará a los agentes del 
país que lo hubieren solicitado. 
  
Si fuere rechazada la petición, el Fiscal 
General de la Nación ordenará poner en 
libertad al detenido. 
 
 
 
“ARTICULO 562.- Entrega del 
extraditado. Si la extradición fuere 
concedida, el fiscal general de la 
nación ordenará la captura del 
procesado si no estuviere privado de 
la libertad, y lo entregará a los 
agentes del país que lo hubiere 
solicitado. 
Si fuere rechazada la petición, el 
fiscal general de la nación ordenará 
poner en libertad al detenido. 
ARTÍCULO 509. CAPTURA. El Fiscal 
General de la Nación decretará la 
captura de la persona requerida tan 
pronto conozca la solicitud formal de 
extradición, o antes, si así lo pide el 
“ARTICULO 566.- Captura. Nota 
diplomática. El fiscal general de la 
nación decretará la captura de la 
persona requerida tan pronto 
conozca la solicitud formal de 
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Estado requirente, mediante nota en que 
exprese la plena identidad de la persona, 
la circunstancia de haberse proferido en 
su contra sentencia condenatoria, 
acusación o su equivalente y la urgencia 
de tal medida. 
  
 
extradición, o antes, si así lo pide el 
Estado requirente, mediante nota en 
que exprese la plena identidad de la 
persona, la circunstancia de haberse 
proferido en su contra sentencia 
condenatoria, acusación o su 
equivalente y la urgencia de tal 
medida. 
Fuente: Sentencia C-1106/00  
 
Si existen estas identidades sobre la captura y entrega del extraditable también 
deben guardar armonía en cuanto al tratamiento y la defensa de los derechos 
humanos y las mínimas garantías del extraditado en su lugar de reclusión, 
teniendo en cuenta que la extradición es un procedimiento especial dotado de 
unas características que lo definen y que se enmarca dentro de la Cooperación 
internacional en materia de Justicia.  
 
La Corte Constitucional ha elaborado una línea jurisprudencial en relación al 
trámite de extradición, que se consolidó en la Sentencia C-1106/00 y 
recientemente fue ratificada en la Sentencia C-460/08. Decisiones en las que se 
especifican la naturaleza jurídica del proceso de extradición y sus principales 
características. En concreto la Corte ha señalado: 
 
i) En cuanto a su fundamento jurídico, la extradición es ante todo un 
instrumento que busca dotar de eficacia la cooperación internacional en materia 
de justicia penal, cuyo principal despliegue se ha propiciado a raíz de la lucha 
contra el delito trasnacional. 
 
En palabras de la Corte: 
 
“El fundamento de esta figura ha sido la cooperación internacional con el fin de  
impedir que una persona que ha cometido un delito en el exterior burle la acción 
de la justicia, refugiándose en un país distinto de aquel en el que se cometió el 
                                                     
 Ley 599 de 2000, artículos 137 y 178. 
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delito. En efecto, una de las causas que ha dado origen al nacimiento de esta 
figura de cooperación internacional, ha sido el interés de los Estados en lograr que 
los delitos cometidos en su territorio ya sea total o parcialmente, no queden en la 
impunidad. De ahí, que esta figura haya sido objeto de tratados o convenciones 
internacionales de naturaleza bilateral o multilateral.  
 
Igualmente,  la extradición supone un procedimiento interno en la legislación penal 
de los países en los cuales es admitida, de tal forma que permita la verificación de 
los requisitos y condiciones, que además de los Tratados y del Derecho 
Internacional Humanitario, permita garantizar los derechos de las personas que a 
ella se encuentren sometidos, bien sea por el requerimiento de un Estado 
extranjero (extradición activa), ya por el ofrecimiento del Estado en donde se 
encuentra el infractor (extradición pasiva).    
 
ii) En relación a su naturaleza jurídica, la extradición es un trámite administrativo 
de raigambre constitucional, dotado de una gran agilidad,  de carácter breve y 
sumario, que no corresponde a un acto propio de la actividad jurisdiccional y cuyas 
reglas de procedibilidad han sido establecidas en la misma norma suprema”. 
 
La línea jurisprudencial en materia de extradición y la eficacia del respeto por los 
derechos fundamentales del extraditado, se hace evidente cuando las Altas Cortes 
sostienen que la misma la extradición se orienta a permitir que la investigación o el 
juicio por una determinada conducta punible, o el cumplimiento de la sanción que 
corresponda, se den en el Estado requirente, cuando el presunto infractor se 
encuentre en territorio de Estado distinto de aquel en el que se cometió el hecho o 
que resulte más gravemente afectado por el mismo. Para el efecto se parte del 
criterio de que ante el Estado requirente podrá la persona extraditada hacer 
efectivas las garantías procesales que rigen en países civilizados, y que 
incorporan las que se derivan del debido proceso. A ese efecto la Corte ha 
precisado que además de los condicionamientos previstos en el artículo 550 del 
anterior Código de Procedimiento Penal, conforme a los cuales el solicitado no 
será juzgado por hechos distintos del que motiva la extradición, ni sometido a 
sanciones diferentes a la que se le hubiese impuesto en la condena, ni sometido a 
pena de muerte, tratos inhumanos ni degradantes, la cual deberá ser conmutada, 
resultan imperativos los que se refieren a que al extraditado no se le someta a 
                                                     
 Sentencia C-1106/00 y recientemente fue ratificada en la Sentencia C-460/08. 
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desaparición forzada, a torturas ni a tratos crueles inhumanos o degradantes, ni a 
las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación, conforme a lo dispuesto 
por los artículos 11, 12 y 34 de la Constitución Política de Colombia. 
 
Ahora bien, si se habla de los mecanismos de defensa judicial sobre el acto de 
extradición, la Corte Constitucional ha considerado que la legalidad del acto 
por medio del cual se concede la extradición, incluyendo su valoración de 
conformidad a las disposiciones constitucionales sobre derechos 
fundamentales, es susceptible de controversia en lo contencioso administrativo 
mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.  
 
“No obstante, por las características de celeridad que imprime el trámite, 
también ha considerado que dicha vía podría no ser eficaz “para brindar 
protección frente a la efectiva remisión al exterior de un ciudadano con base 
en una decisión administrativa eventualmente contraria a la Constitución y a la 
ley.  De suerte que la protección de los derechos fundamentales que se 
encuentren amenazados por el acto que concede la extradición, son 
salvaguardados mediante el mecanismo de la acción de tutela”. 
 
Es cierto que la corte Constitucional ha dicho que el trámite de extradición no 
vulnera el debido proceso ni el derecho a la igualdad procesal por cuanto se 
garantiza el derecho de defensa, argumentando que las impugnaciones que han 
recaído sobre la extradición generalmente acusan una vulneración al debido 
proceso propiciado por las particularidades del trámite. Al respecto, la Corte 
Constitucional ha creado una línea de interpretación en la que sostiene que no 
tiene recibo dicho alegato en la medida que la legislación nacional ha previsto que 
desde el mismo inicio del trámite el requerido podrá contar con asistencia letrada 
que le garantice el derecho a la defensa. Así mismo la Corte ha hecho énfasis, 
cómo ya se mencionó, en que el trámite de extradición no posee un carácter 
judicial, por lo cual aunque intervienen órganos judiciales de la máxima entidad, 
                                                     
 Artículos 11, 12 y 13 de la Constitución Política de Colombia. 
 SU 110 de 2002. 
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sus competencias en este asunto son limitadas a verificar que la solicitud se 
ajuste a los requerimiento internos para continuar con el trámite más no caben 
según la jurisprudencia ordinaria y constitucional  
 
“ cuestionamientos referidos a la validez o mérito probatorios sobre la 
ocurrencia del hecho, el lugar de su realización, la forma de participación o el 
grado de responsabilidad del encausado, ni sobre la normatividad que prohíbe 
y sanciona el hecho delictivo o la calificación jurídica realizada y tampoco en 
relación con la competencia del órgano judicial del país solicitante, o la validez 
del trámite en el cual se le acusa, pues tales aspectos conciernen al exclusivo 
y excluyente ámbito de las autoridades judiciales del Estado requirente, de 
modo que su planteamiento y controversia debe hacerse al interior del 
respectivo proceso por medio de los mecanismos que la legislación de allí 
tenga previstos.”  
 
Así, en la Sentencia C-460 de 2008 la Corte reiteró que la definición y controversia 
de estos aspectos deben ser resueltas ante las instancias internacionales que 
propiciaron el trámite de extradición, es decir que ante estas mismas instancias se 
puede alegar la vulneración de los derechos humanos cuando se expone al 
extraditado al aislamiento, ya que se considera como una forma de tortura, para lo 
cual puede ser competente la Corte Internacional de justicia con sede en la Haya, 
ya que en la misma sentencia se lee: 
 
“Los fundamentos y la consiguiente controversia sobre la decisión judicial de 
la autoridad extranjera, con base en la cual se pide la extradición, tienen su 
escenario natural en los respectivos estrados judiciales, es decir, al interior del 
correspondiente proceso penal adelantado en el Estado solicitante y no ante 
autoridades judiciales colombianas, que deben cooperar, junto con el 
Ejecutivo, para que la ubicación en país distinto a donde se cometió el 
presunto delito, no sea vía para eludir la acción de la justicia, que 
internacionalmente debe permanecer aliada y diligente en la lucha contra la 
criminalidad.”  
 
En síntesis, de los precedentes elaborados por la Corte Suprema de Justicia y la 
Corte Constitucional se deriva que dada la especial naturaleza jurídica del trámite 
                                                     
 Corte Suprema de Justicia, Sentencia en el asunto de radicación 22072,  noviembre 3 de 2004,  
M. P.  Alfredo Gómez Quintero. Citada en la Sentencia C-460 de 2008. 
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de extradición y sus particularidades procesales, la misma no se ubica dentro del 
régimen general de los procesos penales, configurando un régimen propio acorde 
con la Cooperación en materia de justicia penal, que pese a la participación de 
organismos judiciales y de gobierno, no compromete las ritualidades propias de 
los procesos penales en Colombia ni la totalidad de sus garantías, bajo la premisa 
de la confianza legítima entre gobiernos como lo expresa la Sentencia C-460 de 2008:  
 
“Lo anterior no significa que dicho trámite se encuentre exento de control. Por el 
contrario, como se dijo previamente, el acto administrativo que concede o niega la 
extradición emitido por el Presidente de la República es susceptible de 
controversia en lo contencioso administrativo y excepcionalmente por el 
mecanismo de la acción de tutela. A lo que además habrá que sumar que dado 
que la resolución por la que se formaliza el concepto de la Corte Suprema de 
Justicia, en cualquiera de los dos sentidos posibles, es un acto administrativo, 
también se encuentra sujeto a los mecanismos de control que sobre ellos recaen 
por parte de la jurisdicción contenciosa administrativa”. 
 
Lamentablemente en Colombia con respecto a las condiciones y trato del 
ciudadano extraditado no se reconocen las condiciones constitucionales 
obligatorias aún teniendo en cuenta que los Arts. 11, 12, 34 y 35 de la Constitución 
Política obligan al Estado colombiano en la extradición pasiva a establecer las 
siguientes condiciones al Estado requirente: 
 
6.2. Pena de muerte 
 
Puesto que el Art. 11 de la Constitución Política estatuye que el derecho a la vida 
es inviolable y que "no habrá pena de muerte", la entrega de una persona en 
extradición (colombiano por nacimiento o adopción o extranjero) al Estado 
requirente, "cuando en éste exista le pena de muerte para el delito que la motiva, 
sólo se hará bajo la condición de la conmutación de la pena", según la sentencia 
1106/2000 de la Corte Constitucional. 
 
                                                     
 Sentencia C-460 de 2008 
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El inciso segundo del Art. 550 del Código de Procedimiento Penal, declarado 
exequible en dicha sentencia, establece: "si según la legislación del Estado 
requirente, al delito que motiva la extradición corresponde la pena de muerte, la 
entrega sólo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena". 
Es el caso de varios estados de los Estados Unidos de América que prevén la 
pena capital para los delitos más graves*. 
 
El Gobierno Nacional, en la resolución ejecutiva No. 66 del 20 de octubre de 2000, 
adiciona la resolución ejecutiva No. 56 del 20 de septiembre de 2000, por medio 
de la cual se concedió la extradición del ciudadano colombiano MILTON 
PERLAZA ORTIZ, en el sentido de ordenar su entrega, "bajo el compromiso por 
parte del país requirente sobre el cumplimiento de las condiciones a que hace 
referencia el inciso 2o. del artículo 550 del Código de Procedimiento Penal, previa 
información al mismo de lo resuelto por la H. Corte en la sentencia C-1106/2000 
del 24 de agosto de 2000"*. 
 
La Embajada de los Estados Unidos de América, mediante nota verbal No. 1205 
de la Embajada de los Estados Unidos de América al Ministerio de Relaciones 
Exteriores de Colombia, en el caso de la extradición del colombiano por naci-
miento JORGE ELIÉCER ASPRILLA PEREA, le manifiesta: 
 
"Después de la debida consideración, y de conformidad con los principios del 
derecho internacional aplicable, el Gobierno de los Estados Unidos le garantiza al 
Gobierno de Colombia que la pena de muerte no será solicitada ni impuesta en 
este caso". 
 
                                                     
*
 Desde su restauración en 1976, tras una moratoria de nueve años, hay 37 estados de la unión federal que 
prevén la pena capital a través de la cámara de gas, de la silla eléctrica, de la inyección letal, etc.. 
 
*
 Así, mediante su nota verbal OJ.E., del 21 de octubre de 2000, el Ministerio de Relaciones Exteriores le 
solicita a la embajada como condición para la extradición del colombiano JORGE ELIÉCER ASPRILLA 
PEREA, se le garantice que "no será sometido a 'desaparición forzada', a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, 'exilio', prisión perpetua, y 'confiscación', o a la imposición de la pena de muerte". 
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6.3. Desaparición forzada 
 
El Art. 12 de la Constitución Política establece que "nadie será sometido a 
desaparición forzada", delito tipificado en la Ley 589 de 2000 (julio 6), "por medio 
de la cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el desplazamiento 
forzado y la tortura, y se dictan otras disposiciones" (Art. 1o) y el Art. 165 del 
nuevo Código Penal*. 
 
El Art. II de la Convención interamericana sobre desaparición forzada de 
personas, de 1994, tipifica el delito como "la privación de la libertad a una o más 
personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, 
seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de 
libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el 
ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes". 
 
La Embajada de los Estados Unidos de América, en su nota verbal No. 1205 del 
21 de octubre de 2000 a la cancillería colombiana, pone entre comillas la 
"desaparición forzada", como queriendo decir que esta condición es superflua, 
puesto que la entrega del reclamado se hace mediante acta de la autoridad del 
Estado requirente, asumiendo así su responsabilidad por la detención de la 
persona extraditada. 
 
6.4. Torturas y tratos crueles, Inhumanos o degradantes 
 
El Art. 12 de la Constitución Política estatuye que nadie será sometido "a torturas 
ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes". 
 
El Art. 7°. del Pacto internacional de derechos civiles y políticos de las Naciones 
                                                     
*
 "El particular que perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de 
su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha 
privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola de la ley" ... 
 
 Constitución Política de Colombia, en sus artículos 11, 12 y 34;  
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Unidas establece que "nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes". 
 
El Art. 5o. de la Convención americana sobre derechos humanos* consagra el 
derecho a la integridad personal: 
 
"1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral. 
 
"2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.  
 
Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano". 
 
Y el Art. 2o. de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos y degradantes, de 1984*, la define como "todo acto por el cual se 
inflijan intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean 
físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una 
confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha 
cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier 
razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o 
sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el 
ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o sufrimientos que sean 
consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o 
incidentales a éstas". 
 
Pues bien, la embajada de los Estados Unidos de América, en la citada nota 
verbal 1205 del 21 de octubre de 2000, dice: 
                                                     
*
 Ley 16 de 1972. PEDRO PABLO CAMARGO: Derechos humanos y democracia en América Latina, 
Bogotá, Editorial Leyer, 1996. 
 
*
 Ley 70 de 1986, "por medio de la cual se aprueba la 'Convención contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, de 1984'". 
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"En relación con las demás garantías solicitadas en la nota del Ministerio 
anteriormente mencionada, el Gobierno de los Estados Unidos se permite 
garantizar al Gobierno de Colombia que ninguna persona que sea extraditada de 
Colombia a los Estados Unidos será sometida a tortura, ni a tratos o penas 
crueles, inhumanas o degradantes, exilio, ni a la confiscación de bienes 
personales que no deriven de utilidades provenientes de la droga". 
 
6.5.  Pena de destierro 
 
El Art. 34 de la Constitución Política prohíbe la pena de destierro, o extrañamiento, 
consistente en expulsar del Estado a un nacional, generalmente por cuestiones 
políticas. 
 
La Corte Constitucional, en su sentencia No. 1106/2000, precisa que "la 
Constitución colombiana prohíbe en su artículo 34 'las penas de destierro, 
prisión perpetua y confiscación', a las cuales, por las mismas razones 
anteriormente expuestas, no podrá someterse al extraditado por el país que lo 
juzgue, lo que implica que igualmente en ese sentido habrá de condicionarse la 
exequibilidad del artículo 550 del Código de Procedimiento Penal". 
 
No se ve factible que un Estado requirente pudiera someter a la pena de destierro 
a una persona que le fue entregada en extradición para ser juzgada bajo su 
jurisdicción. 
 
6.6. Pena de prisión perpetúa 
 
Igualmente, el Art. 34 de la Constitución Política prohíbe la pena de prisión 
perpetua (ad perpetuam). 
 
En los Estados Unidos de América su sistema judicial permite la imposición de la 
pena de prisión perpetua. Numerosos narcotraficantes colombianos y de otros 
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países de América Latina han sido sometidos a dos o tres cadenas perpetuas*. 
 
La Embajada de los Estados Unidos de América, en su nota verbal No. 1205 del 
21 de octubre de 2000 al Ministerio de Relaciones Exteriores, se compromete: 
 
"El Gobierno de los Estados Unidos además asegura al Gobierno de Colombia 
que, si el señor Asprilla Perea fuera condenado por los delitos por los cuales se ha 
otorgado la extradición, la autoridad ejecutiva de los Estados Unidos, de acuerdo 
con el defensor de! acusado, no solicitará la pena de prisión perpetua en la fase 
del proceso judicial en que se dicte sentencia en este caso. El Gobierno de los 
Estados Unidos también se permite asegurar al Gobierno de Colombia que, si la 
autoridad judicial competente de los Estados Unidos no obstante impusiera una 
sentencia de prisión perpetua contra el señor Asprilla Perea, la autoridad ejecutiva 
de los Estados Unidos tomará las medidas necesarias para solicitar formalmente a 
la corte la conmutación de dicha sentencia por años de prisión". 
 
La sentencia No. 1106/2000 de la Corte Constitucional establece claramente que 
la extradición se concederá a condición de que al extraditado no se le aplique la 
pena de prisión perpetua. 
 
De igual manera y e conformidad con el artículo 27 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, y los demás tratados sobre la materia ratificados por 
Colombia*, durante los estados de excepción serán intangibles: el derecho a la 
vida y a la Integridad personal; el derecho a no ser sometido a desaparición 
forzada, a torturas, ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; el 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica; la prohibición de la 
esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos, la prohibición de las penas 
de destierro, prisión perpetua y confiscación; la libertad de conciencia; la libertad 
de religión; el principio de la legalidad, de favorabilidad y de irretroactividad de la 
                                                     
*
 Al hondureño RAMÓN MATA BALLESTEROS se le condenó a tres cadenas perpetuas como mínimo, 
después de haber sido arrancado de su país en secuestro y entregado en Santo Domingo a agentes de la DEA. 
Actualmente purga su pena perpetua en una cárcel de Ohio. Al colombiano CARLOS LEDHER RIVAS 
también se le condenó a la pena de prisión perpetua. 
 
*
 Art. 4º. Del Pacto Internacional de derechos civiles y políticos de las Naciones Unidas (Ley 74 de 1968) 
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ley penal; el derecho a elegir y ser elegido; el derecho a contraer matrimonio y a la 
protección de la familia; los derechos del niño, a la protección por parte de su 
familia, de la sociedad y del Estado; el derecho a no ser condenado a prisión por 
deudas civiles; el derecho al Hábeas Corpus y el derecho de los colombianos por 
nacimiento a no ser extraditados". 
 
La práctica demuestra que el respeto por los derechos fundamentales y el derecho 
de defensa de la persona reclamada en extradición no existe ni en .el trámite 
administrativo ni en el trámite ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
y que lo que realmente hay es una denegación de justicia. Si ésta le niega todas 
las pruebas que el defensor demanda en virtud del derecho que le asiste conforme 
al Art. 556 del Código de Procedimiento Penal33, entonces no hay trámite de 
extradición, sino procedimiento arbitrario. 
 
Por lo demás, la Corte Constitucional en su sentencia antes mencionada concluye 
que la actuación de la Corte en el trámite judicial no es judicial sino administrativa, 
pues "en este caso no actúa como juez, en cuanto no realiza un acto jurisdiccional, 
como quiera que no te corresponde a ella en ejercicio de esta función establecer la 
cuestión fáctica sobre la ocurrencia o no de los hechos que se le imputan a la 
persona cuya extradición se solicita, ni las circunstancias de modo, tiempo y lugar 
en que pudieron ocurrir, ni tampoco la adecuación típica de esa conducta a la 
norma jurídico-penal que la define como delito, pues si la labor de la Corte fuera 
esa, sería ella y no el juez extranjero quien estaría realizando la labor de 
juzgamiento". 
 
En otras palabras, la intervención de la Corte Suprema de Justicia "se circunscribe 
a emitir un concepto en relación con el cumplimiento del Estado requirente de 
unos requisitos mínimos que ha de contener la solicitud, los cuales se señalan en 
el Código de Procedimiento Penal". Ese concepto no es un acto jurisdiccional, sino 
administrativo y por ende, político. 
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Luego en Colombia todo el trámite de extradición es eminentemente administrativo 
y, por consiguiente, político. No es un tribunal el que decide sobre la solicitud de 
extradición, sino el Gobierno Nacional según razones de "conveniencia nacional", 
sin que la persona reclamada pueda defenderse, pues el trámite ha sido ideado y 
establecido para que sea crucificada. 
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7. CONCLUSIONES 
 
Como puede verse en los conceptos y fundamentos argumentativos expuestos, se 
demuestra que la extradición de nacionales nativos no es un mero procedimiento, 
que aquí se le denomina "mixto"*, pero en el cual no se observa el debido proceso 
que exige el Art. 29 de la Constitución Política*, sino que es una pena aflictiva y, 
portante, cruel, aislativa, inhumana y degradante. 
 
La historia de la extradición entre Colombia y los Estados Unidos de América, 
desde 1980* al momento presente*, demuestra que el colombiano extraditado a los 
Estados Unidos de América, aparte de las penas impuestas allá, es objeto de 
penas adicionales: 
 
Si se le condena, como es lo usual, a cadena perpetua*, la pena de destierro que 
padece al ser expatriado será igualmente perpetua. También pierde de facto su 
nacionalidad colombiana, pues el Estado colombiano jamás volverá a ocuparse de 
sus hijos en desgracia ni ejercerá el derecho de protección diplomática sobre sus 
                                                     
*
 A diferencia de la mayoría de Estados en el mundo que tienen un trámite esencialmente judicial, en 
Colombia la extradición es un trámite básicamente administrativo, con la simbólica participación de la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia que emite, por lo general, "concepto favorable" sin respeto alguno al 
debido proceso. A ese tramite la Corte lo llama "mixto", pero sólo en el nombre, pues la Corte Constitucional, 
en sentencia No. C-1106/20OO, del 24 de agosto, sostiene que la Corte Suprema de Justicia no realiza un acto 
jurisdiccional, sino que emite un concepto en relación con el cumplimiento del Estado requirente de unos 
requisitos mínimos que ha de contener la solicitud, señalados en el Código de Procedimiento Penal. 
 
*
 "El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas". PEDRO PABLO 
CAMARGO: El debido proceso, Bogotá, Editorial Leyer, 2000. 
 
*
 Aunque el Tratado de Extradición entre Colombia y los Estados Unidos de América, del 14 de septiembre de 
1979, entró a regir el 4 de marzo de 1982, sólo comenzó a ser aplicado en 1984 por el gobierno del presidente 
BELISARIO BETANCUR CUARTAS. 
 
*
 Tras el Acto Legislativo 01 de 1997, mediante el cual se levantó la prohibición de extraditar colombianos 
por nacimiento, la extradición de nacionales nativos a los Estados Unidos de América se reanudó el domingo 
21 de noviembre de 1999 con la extradición del joven JAIME ORLANDO LARA NAUSA. 
 
*
 Como en el caso, entre otros, de CARLOS LEHDER RIVAS. 
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nacionales en el exterior. 
 
Pero, además, el colombiano por nacimiento extraditado a los Estados Unidos de 
América quedará sometido a un bárbaro y primitivo sistema penitenciario, donde, 
por su condición nacional o étnica si se trata de un negro, padecerá torturas y 
tratos crueles, inhumanos y degradantes y el aislamiento en las celdas*. También 
perderá sus derechos familiares a consecuencia del primitivo sistema 
penitenciario, donde no hay visita conyugal ni se permitirla al condenado el 
compartir momentos con sus familiares ni sus hijos. 
 
Es tal el grado de degradación de los derechos fundamentales de los colombianos 
por nacimiento extraditados a los Estados Unidos de América, que la Corte 
Constitucional, en su sentencia No. 1106/2000, Al declarar exequible el primer 
inciso del Art. 550 del Código de Procedimiento Penal, así como el segundo inciso 
de la norma citada*, se ve forzada a sentenciar que "este último bajo el entendido 
de que la entrega de una persona en extradición al Estado requirente, cuando en 
este exista la pena de muerte para el delito que la motiva, sólo se hará bajo la 
condición de la conmutación de la pena, como allí se dispone, e igualmente, 
también a condición de que al extraditado no se le someta a desaparición forzada, 
a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni a penas de 
destierro, prisión perpetua y confiscación, conforme a lo dispuesto por los artículos 
11,12 y 34 de la Constitución Política". 
 
Tal como se sostiene en este escrito, la extradición no es un acto jurídico unilateral 
del Estado requerido, sino un acto jurídico contractual entre el Estado requirente y 
                                                     
*
 Tal como se sostiene en esta obra, la extradición no es un acto jurídico unilateral del Estado requerido, sino 
un acto jurídico contractual entre el Estado requirente y el Estado requerido, el cual tiene derecho a exigir al 
Estado requirente garantías mínimas para su nacional nativo. 
 
 
*
 Si según la legislación del Estado requirente, al delito que motiva la extradición corresponde la pena de 
muerte, la entrega sólo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena". 
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el Estado requerido, el cual tiene derecho a exigir al Estado requirente garantías 
mínimas para su nacional nativo.  
En el caso excepcional de la extradición de colombianos por nacimiento, no se 
trata de un mero procedimiento de "colaboración entre Estados", sino de un acto 
contractual entre el Estado requirente y el Estado requerido, pues éste aparece 
renunciando a su jurisdicción (jus puniendi) sobre sus súbditos, con base en el 
principio de aut dedere aut judicare. 
 
¿De qué le sirve a un colombiano extraditado tener una patria sí esta no le protege 
y, al entregarlo al Estado requirente, lo despoja de los atributos esenciales de su 
nacionalidad? 
 
La persona humana se beneficia del Derecho Internacional a través de la 
nacionalidad que es el vínculo jurídico político que la une a su Estado. El individuo 
que no tiene una nacionalidad, o que es privado de ella, carece de la protección 
tanto de su Estado como del Derecho Internacional y es, por consiguiente, un 
apatrida*. 
 
Si a un colombiano por nacimiento lo extradita su propio Estado al Estado re-
quirente, prácticamente le está aplicando la pena de destierro o proscripción, 
prohibida por el Art. 34 de la Constitución Política. Y, al propio tiempo, lo está 
despojando de su nacionalidad, en contra del Art. 96 de la Constitución Política, 
pues le retira la protección diplomática que el Estado está obligado a observar 
cuando sus súbditos están en otro Estado. 
 
Si Colombia extradita a un nacional nativo sin exigir al Estado requirente que no le 
conmute la pena de muerte, prohibida por el Art. 11 de la Constitución Política*, o 
                                                     
*
 PEDRO PABLO CAMARGO: Tratado de derecho internacional público, Bogotá, Editorial Leyer, 2a. 
ed., 1998, pág. 163 y 265. 
 
*
 "El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte". 
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no le imponga cadena perpetua en violación del Art. 34 de la Constitución Política*, 
o no lo vaya a someter a tortura y a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes tanto en las prisiones, como en público, ese nacional habrá sido 
despojado por el Estado de sus derechos fundamentales a la vida, a la libertad, a 
la integridad y dignidad personales. 
 
También el colombiano extraditado a los Estados Unidos de América pierde sus 
derechos familiares consagrados en la Constitución Política, pues será recluido en 
un sistema penitenciario donde no hay visita conyugal, donde el detenido no 
puede compartir las visitas con sus hijos, sus hermanos, sus padres, parientes y 
amigos* y, donde va a ser víctima de la tortura y los tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, prohibidos por la Constitución Política y los Pactos internacionales 
de derechos humanos debido a su condición de colombiano e hispanoamericano o 
de negro. 
 
Si un colombiano es extraditado a los Estados Unidos de América, es privado de 
su derecho a ser juzgado por el juez natural* y con las demás garantías penales y 
procesales mínimas, incluido el debido proceso, que le reconocen la Constitución 
Política y los Pactos internacionales de derechos humanos. 
 
El trámite administrativo de la extradición, incluyendo la farsa de la Sala Penal de 
                                                                                                                                                                 
 
*
 Art. 12 de la Constitución Política: "Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes". Según el Comité contra la Tortura, de las Naciones Unidas, en los 
reclusorios de los Estados Unidos de América se infringen torturas y tratos crueles, inhumanos o degradantes 
por motivos de discriminación sobre la base de la nacionalidad y la etnia. Las mujeres, por lo general, son 
víctimas de asaltos sexuales por la guardia carcelaria y el personal de las prisiones. 
 
*
 Los establecimientos carcelarios de los Estados Unidos de América son, en general primitivos, pues no 
permiten la visita conyugal y no permiten que los hijos, padres, hermanos y demás familiares del recluso 
compartan la visita que, generalmente, se cumple a través de vidrios blindados y aparatos telefónicos. 
 
*
 El juez nacional que tenga la competencia. Se aduce que el juez natural del extraditado es el del lugar donde 
se cometió el delito, lo cual no es cierto, pues toda persona tiene el derecho fundamental a ser juzgado por las 
autoridades judiciales competentes de su Estado. 
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la Corte Suprema de Justicia, culmina con la resolución ejecutiva que concede la 
extradición, la cual se puede impugnar por la vía contencioso-administrativa, pero 
a posteriori, es decir, cuando la persona extraditada nada puede hacer, excepto 
ser crucificada por los tribunales de los Estados Unidos de América. 
 
En otras palabras, el trámite de extradición ante la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia de nada sirve, excepto de brindarle en bandeja de plata al 
Gobierno Nacional la cabeza de la persona que va a ser extraditada, sin respeto 
alguno a sus derechos fundamentales, tal como ocurrió en el pasaje bíblico de 
HOLOFERNES. 
 
Mención especial merece el despótico tratamiento que magistrados de la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia vienen dando a abogados defensores de 
personas reclamadas en extradición, especialmente de colombianos por 
nacimiento, como en el caso del autor de esta obra*. En otras palabras, los 
magistrados de la Sala Penal de la Corte se comportan como rufianes frente a sus 
colegas, olvidando que ellos también alguna vez fueron litigantes y que la 
profesión del Derecho es respetable. 
 
Desgraciadamente, lo que establece el Art. 567 del Código de Procedimiento 
Penal, de que si la persona reclamada en extradición no nombra defensor de su 
elección, "se le nombrará de oficio", es una burla manifiesta al derecho de 
defensa, el cual se funda en el derecho del acusado a nombrar libremente al 
defensor de su elección y que si no lo nombra es por que no se va a prestar a la 
farsa de un defensor de oficio nombrado precisamente por el verdugo, pues existe 
                                                     
*
 Siendo defensor de HORACIO DE JESÚS MORENO URIBE, en el trámite de extradición #16.720, el 
magistrado FERNANDO E. ARBOLEDA RIPOLL, quien fue alumno de este profesor en la Facultad de 
Derecho de la Universidad La Gran Colombia, le compulsó copias para investigación disciplinaria al Consejo 
Superior de la Judicatura Seccional de Cundinamarca. Lo propio hizo el magistrado NILSON PINILLA 
PINILLA contra el autor de esta obra en su defensa del ciudadano colombiano MARIO GERMÁN LÓPEZ 
CARDONA, en el trámite No. 16.725. Los demás magistrados de la Sala Penal secundaron la arbitrariedad. 
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para el extraditado una negación total del derecho a la defensa. 
 
Con el pretexto de que las actuaciones tanto del Ministerio de Relaciones 
Exteriores*, como del Ministerio de Justicia y del Derecho21, son meros actos de 
trámite que culminan en la resolución ejecutiva que concede o niega la extradición, 
la persona reclamada no cuenta con recurso alguno para defenderse. La 
resolución ejecutiva con la que culmina el trámite es susceptible de ser atacada 
por la vía contencioso-administrativa, pero ya cuando la persona extraditada nada 
puede hacer excepto resignarse a ser obligada a comparecer ante la justicia del 
Estado requirente. 
 
Pero si en el trámite administrativo propiamente dicho la persona solicitada en 
extradición nada puede hacer para defenderse, su situación es peor en la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, pues en esta corporación no va a poder 
defenderse tampoco, pues no hay debido proceso ni nada que se le parezca. Ahí 
todo es una farsa o pantomima. 
 
Es la propia Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia la que limita sus 
atribuciones, haciendo a un lado el debido proceso penal que, como lo señala el 
Art. 29 de la Constitución Política, se aplica tanto en las actuaciones 
administrativas como en las judiciales. Al respecto, la Corte Constitucional, en su 
sentencia No. 1106/2000*, concluye que la Corte Suprema de Justicia "no actúa 
como juez, en cuanto no realiza un acto jurisdiccional, como quiera que no le 
corresponde a ella en ejercicio de esta función establecer la cuestión fáctica sobre 
                                                     
*
 Art. 552 del Código de Procedimiento de 1991 y Art. 514 del C. de P.P. de 2000: "Recibida la 
documentación, el Ministerio de Relaciones ordenará que pasen las diligencias al Ministerio de Justicia junto 
con el concepto que exprese si es del caso proceder con sujeción a convenciones o usos internacionales o si se 
debe obrar de acuerdo con las normas de este código". 
 
*
 Exp. D-2859. Magistrado ponente: ALFREDO BELTRÁN SIERRA. Demandante HERNÁN JOSÉ 
RAMÍREZ CARVAJAL Declara exequibles los Arts. 548, 549, 551, 552, 556, 557, 558, 559, 562, 565, 566 y 
567 del código de Procedimiento Penal. 
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la ocurrencia o no de los hechos que se le imputan a persona cuya extradición se 
solicita, ni las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que pudieron ocurrir, ni 
tampoco la adecuación típica de esa conducta a la norma jurídico-penal que la 
define como delito, pues si la labor de la Corte fuera esa, seria ella y no el juez 
extranjero quien estaría realizando la labor de juzgamiento". 
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8. RECOMENDACIONES 
 
Aunque la tortura en Colombia está tipificada desde 1980. Hoy en día, el Código 
Penal (ley 599 de 2000) incluye dos tipos penales de la tortura: uno general y otro 
sobre personas protegidas por el derecho internacional humanitario. A pesar de 
esta tipificación, son muy escasos los resultados en materia de investigación y 
juzgamiento frente a la sistematicidad de la tortura y más aún en personas que se 
encuentran en cárceles del extranjero. 
 
El Estado debe consolidar un sistema en el que se unifique la información sobre 
casos de tortura conocidos por las instituciones relacionadas con la 
documentación, investigación y sanción de tales hechos tanto en Colombia como 
en el exterior.. Dicho sistema debe contar con variables que permitan identificar 
las violaciones y factores de riesgo que atentan contra la integridad personal de 
sectores poblacionales en condiciones de vulnerabilidad. El desarrollo de esta 
actividad permitiría acercarse a la dimensión real del crimen de tortura en 
Colombia, y con fundamento en dicho análisis, consolidar una política pública de 
prevención, atención, sanción y erradicación de la tortura de colombianos en las 
cárceles del exterior en especial de los extraditados 
. 
El Estado debe consolidar mecanismos adecuados de prevención y sanción de la 
tortura cometidos al interior de los establecimientos carcelarios donde se 
encuentren connacionales. Debe garantizar, en dicho ámbito, la conformación de 
Comités de Derechos Humanos en condiciones democráticas y participativas. En 
el mismo sentido, debe poner fin, de manera inmediata, a los obstáculos que 
restringen la labor de quienes defienden los derechos humanos de las personas 
recluidas en establecimientos carcelarios de otros países y dar plenas garantías 
para el desarrollo de su trabajo y la defensa de los derechos fundamentales de las 
personas recluidas 
45 
 
 
9. BIBLIOGRAFÍA CONSULTADA 
 
Comisión Colombiana de Juristas y la Corporación para la defensa y promoción de 
los derechos humanos Reiniciar. Bogotá, 26 de mayo de 2009. 
 
Consejo de Redacción Le Monde diplomatique, edición Colombia. 2008. 
Constitución Política de Colombia, en sus artículos 11, 12 y 34;  
 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes (Ley 70 de 1968, artículo 1). 
 
Convención Europea para la protección de los derechos humanos y libertades 
fundamentales, de 1950 
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículos 3 y 5;  
 
Derecho Internacional, Barcelona, Bosch, 4a. ed., traducción del italiano al 
español, 1945. 
 
Exp. D-2859. Magistrado ponente: ALFREDO BELTRÁN SIERRA. 
Exp. D-2859. Magistrado ponente: ALFREDO BELTRÁN SIERRA. Demandante  
 
HERNÁN JOSÉ RAMÍREZ CARVAJAL Declara exequibles los Arts. 548, 549, 551, 
552, 556, 557, 558, 559, 562, 565, 566 y 567 del código de Procedimiento Penal. 
 
Ley 599 de 2000, artículos 137 y 178. 
 
Ley 70 de 1986, "por medio de la cual se aprueba la 'Convención contra la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, de 1984' 
46 
 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley 74 de 1968, artículos 6 y 
7) 
 
PEDRO PABLO CAMARGO: Derechos humanos y democracia en América Latina, 
Bogotá, Editorial Leyer, 1996. 
 
PEDRO PABLO CAMARGO: El Derecho Penal y el "crimen organizado" en 
Revista de Derecho Penal No. 18 (abril-mayo, 2000), Bogotá, Editorial Leyer,  
Tratado de derecho internacional público, Barcelona, Bosch, 1961, Tomo I, Vol. II, 
paz, págs. 268-276. 
 
Sentencia No. 1106/2000 de La Corte Constitucional de Colombia. 
 
Sentencia C-460/08 de La Corte Constitucional de Colombia. 
 
VINCENZO MANZINI: Tratado de derecho penal, Buenos Aires, Ediar,1948 
 
http://www.colectivodeabogados.org/IMG/pdf/Informe_al_CAT_de_CCCT_-
resumen_FINAL.pdf 
 
El destino de los extraditados. En www.poorbuthappy.com. 
 
47 
 
 
ANEXO 
 
 
CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA 
TORTURA 
 
 
Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención,  
 
Conscientes de lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en el sentido de que nadie debe ser sometido a tortura ni a penas o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes;  
 
Reafirmando que todo acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes constituyen una ofensa a la dignidad humana y una negación de los 
principios consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos 
y en la Carta de las Naciones Unidas y son violatorios de los derechos humanos y 
libertades fundamentales proclamados en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; 
 
Señalando que, para hacer efectivas las normas pertinentes contenidas en los 
instrumentos universales y regionales aludidos, es necesario elaborar una 
Convención Interamericana que prevenga y sancione la tortura; 
 
Reiterando su propósito de consolidar en este continente las condiciones que 
permitan el reconocimiento y respeto de la dignidad inherente a la persona 
humana y aseguren el ejercicio pleno de sus libertades y derechos fundamentales, 
 
Han convenido en lo siguiente: 
 
Artículo 1 
 
Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos 
de la presente Convención.  
 
Artículo 2 
 
Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto 
realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o 
sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio 
intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con 
cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una 
persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir 
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su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.  
No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufrimientos 
físicos o mentales que sean únicamente consecuencia de medidas legales o 
inherentes a éstas, siempre que no incluyan la realización de los actos o la 
aplicación de los métodos a que se refiere el presente artículo.  
 
Artículo 3 
 
Serán responsables del delito de tortura:  
 
a. los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter ordenen, 
instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente o que, pudiendo 
impedirlo, no lo hagan.  
 
b. las personas que a instigación de los funcionarios o empleados públicos a que 
se refiere el inciso a. ordenen, instiguen o induzcan a su comisión, lo cometan 
directamente o sean cómplices.  
 
Artículo 4 
 
El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores no eximirá de la 
responsabilidad penal correspondiente.  
 
Artículo 5  
 
No se invocará ni admitirá como justificación del delito de tortura la existencia de 
circunstancias tales como estado de guerra, amenaza de guerra, estado de sitio o 
de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías 
constitucionales, la inestabilidad política interna u otras emergencias o 
calamidades públicas.  
 
Ni la peligrosidad del detenido o penado, ni la inseguridad del establecimiento 
carcelario o penitenciario pueden justificar la tortura. 
 
Artículo 6 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes tomarán 
medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su 
jurisdicción.  
 
Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos 
de cometer tales actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, 
estableciendo para castigarlos sanciones severas que tengan en cuenta su 
gravedad. 
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Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y 
sancionar, además, otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el 
ámbito de su jurisdicción.  
 
Artículo 7 
 
Los Estados partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de agentes 
de la policía y de otros funcionarios públicos responsables de la custodia de las 
personas privadas de su libertad, provisional o definitivamente, en los 
interrogatorios, detenciones o arrestos, se ponga especial énfasis en la prohibición 
del empleo de la tortura.  
 
Igualmente, los Estados partes tomarán medidas similares para evitar otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes.  
 
Artículo 8 
 
Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido 
sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea 
examinado imparcialmente.  
 
Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido 
un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán 
que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una 
investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso 
penal.  
 
Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los 
recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instancias internacionales 
cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado. 
 
Artículo 9 
 
Los Estados partes se comprometen a incorporar en sus legislaciones nacionales 
normas que garanticen una compensación adecuada para las víctimas del delito 
de tortura.  
 
Nada de lo dispuesto en este artículo afectará el derecho que puedan tener la 
víctima u otras personas de recibir compensación en virtud de legislación nacional 
existente. 
 
Artículo 10 
 
Ninguna declaración que se compruebe haber sido obtenida mediante tortura 
podrá ser admitida como medio de prueba en un proceso, salvo en el que se siga 
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contra la persona o personas acusadas de haberla obtenido mediante actos de 
tortura y únicamente como prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal 
declaración.  
 
Artículo 11 
 
Los Estados partes tomarán las providencias necesarias para conceder la 
extradición de toda persona acusada de haber cometido el delito de tortura o 
condenada por la comisión de ese delito, de conformidad con sus respectivas 
legislaciones nacionales sobre extradición y sus obligaciones internacionales en 
esta materia.  
 
Artículo 12 
 
Todo Estado parte tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre el delito descrito en la presente Convención en los siguientes casos:  
 
a. cuando la tortura haya sido cometida en el ámbito de su jurisdicción;  
 
b. cuando el presunto delincuente tenga su nacionalidad; o  
 
c. cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado.  
 
Todo Estado parte tomará, además, las medidas necesarias para establecer su 
jurisdicción sobre el delito descrito en la presente Convención cuando el presunto 
delincuente se encuentre en el ámbito de su jurisdicción y no proceda a 
extraditarlo de conformidad con el artículo 11.  
 
La presente Convención no excluye la jurisdicción penal ejercida de conformidad 
con el derecho interno. 
 
Artículo 13 
 
El delito a que se hace referencia en el artículo 2 se considerará incluido 
entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición 
celebrado entre Estados partes. Los Estados partes se comprometen a 
incluir el delito de tortura como caso de extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre sí en el futuro.  
 
Todo Estado parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado 
podrá, si recibe de otro Estado parte con el que no tiene tratado una 
solicitud de extradición, considerar la presente Convención como la base 
jurídica necesaria para la extradición referente al delito de tortura. La 
extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el derecho 
del Estado requerido. 
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Los Estados partes que no subordinen la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán dichos delitos como casos de extradición entre ellos, a 
reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido. 
 
No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la persona 
requerida cuando haya presunción fundada de que corre peligro su vida, de 
que será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes o de 
que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc en el Estado 
requirente. 
 
Artículo 14 
 
Cuando un Estado parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus 
autoridades competentes como si el delito se hubiera cometido en el ámbito 
de su jurisdicción, para efectos de investigación y, cuando corresponda, de 
proceso penal, de conformidad con su legislación nacional. La decisión que 
adopten dichas autoridades será comunicada al Estado que haya solicitado 
la extradición.  
 
Artículo 15 
 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado 
como limitación del derecho de asilo, cuando proceda, ni como modificación 
a las obligaciones de los Estados partes en materia de extradición.  
 
Artículo 16 
 
La presente Convención deja a salvo lo dispuesto por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, por otras convenciones sobre la materia y por el 
Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto del delito 
de tortura.  
 
Artículo 17 
 
Los Estados partes se comprometen a informar a la Comisión Interamericana de 
Derechos 
 
Humanos acerca de las medidas legislativas, judiciales, administrativas y de otro 
orden que hayan adoptado en aplicación de la presente Convención.  
 
De conformidad con sus atribuciones, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos procurará analizar, en su informe anual, la situación que prevalezca en 
los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos en lo que 
respecta a la prevención y supresión de la tortura. 
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Artículo 18 
La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos.  
 
Artículo 19 
 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos.  
 
Artículo 20 
 
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado 
americano. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos.  
 
Artículo 21 
 
Los Estados partes podrán formular reservas a la presente Convención al 
momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que no sean 
incompatibles con el objeto y propósito de la Convención y versen sobre una o 
más disposiciones específicas.  
 
Artículo 22 
 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada 
Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido 
depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 
instrumento de ratificación o adhesión.  
 
Artículo 23 
 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados 
partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido 
un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la 
Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y permanecerá en 
vigor para los demás Estados partes.  
 
Artículo 24 
 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
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Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará 
copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las 
Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos 
notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que se 
hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de 
ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiere. 
 
 
 
 
 
